
Comentarios 

La "nueva" propuesta de la ANEP: 
más de lo mismo 

Tradicionalmente ha existido un desencuentro 
entre las posturas de sectores trabajadores (inclu
yendo a los sectores comunitarios) y empresarios 
en tomo a las posibilidades dé desarrollo y las for
mas de concretarlas. En muchos casos, ello ha 
conducido a agresiones veladas o explícitas entre 
ambos. Se ha llegado al extremo de que la contra
dicción fundamental en tomo a la distribución del 
ingreso y la riqueza ha generado conflictos violen
tos (como la rebelión indígena-campesina de 1932 
y la guerra civil de la década de 1980). La conflic
tividad entre el sector empresarial y los trabajado
res tiene dimensiones globales e, inclusive, está dan
do lugar a interpretaciones en las que se plantea que 
mientras las empresas no hagan frente a las proble
máticas de la ecoeficiencia y del mejoramiento de 
las condiciones de vida de la población, no podrán 
ser sostenibles socialmente. 

Esto implica que a la tradicional visión de bús
queda de la máxima rentabilidad en el menor pla
zo posible, tan típica de la empresa privada, deben 
sumarse visiones en las que también se persiga la 
preservación de las condiciones ambientales que 
garantizan la producción y el bienestar de la po
blación y la creación de condiciones que favorez
can el incremento del ingreso por habitante y, por 
ende, el mejoramiento de sus condiciones de vida. 
En El Salvador, esto aparece claramente reflejado 
en las posturas que el sector empresarial ha adop
tado en diferentes ocasiones, tanto la primera pro
puesta de la ANEP de 1998, como en la más re
ciente "Propuesta para la reactivación de la econo
mía nacional: un compromiso de todos". 

Lo primero que llama la atención es que, en 
esta nueva propuesta, la ANEP apela a grandes ob
jetivos de nación y, además, define el campo de 
acción de la empresa privada de forma poco tradi
cional. Así, dentro de los principios que han dado 
lugar a la nueva propuesta de la ANEP pueden 
leerse los siguientes: "El principio y fin de la eco
nomía es el bienestar de la sociedad. Por tanto la 
actividad empresarial no es un fin en sí misma ... ", 
y "La actividad empresarial responde a una función 
social que trasciende el objetivo del lucro". Asimis
mo, en el docum.ento se asume un "compromiso ge
nuino de sumar al esfuerzo de mejorar la calidad 
de vida de todos los salvadoreños, en un ambiente 
de concordia, paz social y vigencia plena de de
mocracia política y económica". 

Sin lugar a dudas, los principios y el compro
miso recién referidos son de indiscutible validez y 
abren muy buenas opciones para la búsqueda de la 
sostenibilidad social de las empresas y, consecuen
temente, para el desarrollo sostenible. Sin embargo, 
debe apuntarse que las políticas que se plantean 
apuntan, en varios casos, en dirección opuesta a la 
sostenibilidad social, especialmente aquellas que 
están referidas a la desregulación del mercado la
boral y al financiamiento del gasto público lo cual, 
sin lugar a dudas, tendría serias implicaciones so
bre la situación de los trabajadores. En lo que si
gue se analiza la propuesta para la reactivación de 
la economía nacional presentada por la ANEP, en 
julio de 2000, para lo cual se presenta antes una 
breve reflexión sobre los problemas económicos 
de El Salvador, para luego examinar las principa-
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les propuestas de política y evaluar su efecto po
tencial sobre la realidad nacional. 

Breves de la coyuntura económica de mediados 
del 2000 

Para la ANEP no es un secreto que durante los 
últimos cuatro años la situación económica se ha 
deteriorado sensiblemente, y desde el inicio de su 
propuesta se encuentran expresiones como "Desde 
1996, la economía nacional ha perdido dinamis
mo, aunque los principales agregados macroeco
nómicos se han mantenido estables". Es decir, que 
aunque aceptan que todavía se mantienen condi
ciones de estabilidad de variables macroeconó
micas, resienten que la economía esté creciendo a 
tasas relativamente bajas. 

Sin embargo, más adelante la percepción cam
bia, pues se señalan grandes desequilibrios 
macroeconómicos cuando se afirma que "el menor 
crecimiento de los últimos años ha estado marcado 
por otros fenómenos como la ampliación de la bre
cha comercial, el deterioro de la situación fiscal, la 
reducción de las tasas de crecimiento del crédito al 
sector privado, un significativo incremento de la 
cartera vencida del sistema financiero, y el cierre 
de muchas empresas y la pérdida de puestos de 
trabajo". 

Las condiciones de estabilidad macroeconómi
ca son entonces limitadas y un examen de las prin
cipales variables revela que las reformas económicas 
implementadas, durante la década de 1990, no han 
generado las condiciones necesarias para el desa
rrollo. En primer lugar, al revisar el comportamiento 
de la producción destaca -aparte de la ya señalada 
reducción de las tasas de crecimiento- que se ha 
registrado un ensanchamiento cle la participación 
de sectores terciarios (dedicados al comercio, ser
vicios generales y financieros), que ha tenido 
como contrapartida una reducción de la participa
ción del sector agropecuario y un estancamiento 
de la participación del sector industrial (excluyen
do la maquila). A lo sumo, puede aceptarse que el 
sector construcción experimentó un impulso im
portante durante la primera mitad de la década de 
1990 que, lamentablemente, durante la segunda 
mitad se ha convertido en un período de profunda 
depresión económica, acumulación de inventarios 
(viviendas) e incremento de la mora bancaria. 

Por lo mismo, es posible afirmar que no se han 
estimulado actividades de sectores que estén en 
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capacidad de generar bienes transables, es decir, 
que puedan ser objeto de exportación. Esto ha te
nido consecuencias sobre la balanza comercial, 
propiciando un constante incremento de su déficit, 
pues las exportaciones se incrementan en menor 
cuantía de lo que lo hacen las importaciones. El dé
ficit comercial solamente se equilibra gracias a la 
afluencia de remesas familiares, las cuales, además, 
facilitan la acumulación de las reservas internacio
nales netas y, sobre todo, la estabilidad del tipo de 
cambio y del nivel general de precios. 

En el sector público también existen eviden
cias de que las reformas económicas no han solu
cionado problemas tradicionales, como el déficit 
fiscal. Aunque se ha implementado un notorio plan 
de reforma tributaria, la verdad es que aún, en la 
actualidad, el gobierno debe cargar con déficit de 
2.5 a 3 por ciento del producto interno bruto, debi
do a que los ingresos no crecen lo suficiente como 
para hacer frente a los gastos crecientes. Buena 
parte del problema se debe a que mientras el go
bierno ha introducido nuevos impuestos como el 
impuesto al valor agregado (IV A) -que aporta 
más de la mitad de los ingresos tributarios-, tam
bién se ha dedicado a eliminar o a reducir impues
tos que gravaban al sector empresarial, así se eli
minaron los impuestos a las exportaciones y al pa
trimonio y se redujeron a la mitad el impuesto so
bre la renta de las empresas. De esta forma, se ha 
colocado la mayor carga tributaria sobre los secto
res asalariados, sin que con ello se haya logrado 
resolver el sempiterno problema del déficit fiscal. 

Algo que en la propuesta de la ANEP no se 
trata con la claridad y amplitud que amerita el 
caso, es el problema del deterioro de los salarios 
reales. Evidentemente, porque dentro del imagina
rio del sector empresarial, los salarios son un "cos
to" que debe tratar de reducirse y, de hecho, ello se 
refleja en la propuesta de flexibilización del mer
cado laboral que más adelante se reseña. Se estima 
que desde finales de 1993, el salario mínimo real 
se ha deteriorado en poco más de 5 por ciento, lo 
cual no es nada alentador, considerando que ya de 
antemano era evidente que los salarios mínimos 
eran insuficientes para costear el valor de la canas
ta básica de bienes y servicios. 

La mora bancaria también ha aparecido como 
un problema en los últimos dos años, en la medida 
que la banca se ha visto afectada por la contrac
ción de la actividad económica de las empresas 
que ella misma había financiado. La mora ha lle-
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gado a niveles de 6 por ciento del total de la carte
ra crediticia, lo cual sería considerado como un 
nivel excesivamente alto en países con mayor re
glamentación del sistema financiero como Estados 
Unidos, donde un nivel de apenas 2 por ciento ya 
sería considerado alannante. De hecho, como se 
verá más adelante, hasta la misma ANEP recono
ce, en su propuesta, las dimensiones de este pro
blema cuando pide medidas tendientes a mantener 
un sistema financiero solvente y a reducir el costo 
del dinero. 

En este contexto, algunas de las problemáticas 
económicas que aún están pendientes de solución 
son el estancamiento y la contracción del sector 
industrial (excluyendo maquila) y del sector 
agropecuario, la insuficiente capacidad de genera
ción de exportaciones y la ampliación de la brecha 
comercial, la permanencia del déficit fiscal, el de
terioro de los salarios mínimos reales y el incre
mento de la mora bancaria. Es frente a estas pro
blemáticas que se necesitan acciones decididas de 
parte del Estado y que, en parte, son abordadas 
por la ANEP, aunque desde su perspectiva parti
cular, la cual excluye el tema de los salarios y 
coloca la mayor carga --de nuevo- sobre los 
sectores asalariados. 

Las propuestas de política: implicaciones 

Dentro de las propuestas de política planteadas 
por la ANEP se distinguen tres diferentes áreas: 
sectores sociales y medio ambiente, 'políticas 
macroeconómicas y políticas de desarrollo ( o polí
ticas sectoriales). El área dedicada al tema social y 
de medio ambiente propone políticas gubernamen
tales que mejoren la situación de la educación, la 
salud, la seguridad jurídica y ciudadana, y las con
diciones del medio ambiente. En este marco, des
taca que se proponen incrementos sustanciales en 
los presupuestos de educación y salud, así como 
refonnas en la forma en que estos servicios bási
cos son entregados a la población. Adicionalmen
te, se propone fortalecer el marco jurídico e ins
titucional, que rige la gestión del medio ambiente 
y que regula la seguridad jurídica y ciudadana. 
Cabe destacar sobre este último aspecto, la solici
tud de mayor seguridad ciudadana y la existencia 
de situaciones "no sostenibles" para el sector em
presarial. Así, se encuentran propuestas para endu
recer las penas por delitos contra la propiedad, 
«combatir con fuerza el contrabando y la subfactu
ración», "eliminar las excesivas garantías que go-

zan los delincuentes», «reprimir con la fuerza ne
cesaria los asaltos y el robo de furgones", etc. 

Las implicaciones que tendría la implementa
ción de las políticas propuestas en esta primera 
área son, esencialmente, positivas: mayor inver
sión en educación y salud, modernización de las 
formas de dispensar estos servicios y combate de 
la creciente ola delincuencia!. Prácticamente, na
die puede negar la necesidad de que se promueva 
la educación, la salud y la protección ambiental, úni
camente cabría señalar que el diagnóstico que está 
implícito en el componente de "seguridad jurídica 
y ciudadana" parece ignorar que, en realidad, los 
altos niveles de delincuencia son, en gran medida, 
resultado de la escasez de oportunidades de supe
ración que enfrenta la mayoría de la población y, 
por tanto, son una señal de crisis o de insostenibi
lidad social. Las formas de organización social tie
nen una marcada incidencia sobre la delincuencia 
y, por lo mismo, pueden llegar a crear condiciones 
insostenibles, tanto para las empresas como para 
el ciudadano común. En esa medida, las propues
tas de ANEP --que son esencialmente de corte 
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represivo--- deben necesariamente estar acompa
ñadas de otras políticas dirigidas a la prevención, 
la cual, necesariamente, estaría ligada a la crea
ción de condiciones o formas de organización so
cial, que permitan una inserción económica favo
rable para la mayoría de la población. 

La segunda área, la de políticas macroeconó
micas, aborda cuatro diferentes ámbitos: el de la 
política fiscal y de gestión pública, la política la
boral, la política financiera-crediticia y la política 
comercial. En lo tocante a la política fiscal y de 
gestión pública destacan las propuestas tendientes 
a incrementar los ingresos fiscales, reducir los egre
sos y "modernizar" el Estado, pero dentro de ellas 
hay dos que llaman poderosamente la atención por 
sus implicaciones: incrementar la edad de jubila
ción de los empleados, aprobar un régimen simpli
ficado del impuesto al valor agregado y proceder a 
la privatización de importantes empresas públicas. 
En el primer caso, resulta claro que las implicacio
nes serían una reducción de los gastos en que el 
Estado debe incurrir para pensionar a los trabaja
dores que no fueron transferidos a las administra
doras de fondos de pensiones, que tendría como 
contraparte una ampliación de la vida laboral de 
aquellos y, con ello, una reducción de esta presta
ción social. Por otra parte, la introducción del ré
gimen simplificado del impuesto al valor agregado 
supone introducir en la base tributaria a los micro 
y pequeños empresarios, con lo cual se estarían 
obteniendo ingresos fiscales gravando a sectores 
con bajo poder adquisitivo, aglutinados mayorita
riamente en el sector informal. Por otra parte, la 
propuesta de entregar en concesión empresas pú
blicas supone una ampliación de las posibilidades 
de inversión para los empresarios, en actividades 
que habían venido siendo controladas por el Esta
do (puertos, aeropuertos, correos, imprenta nacio
nal, zoológico, sitios turísticos y arqueológicos, 
etc.). Así, en esta visión, las posibilidades de redu
cir el déficit fiscal están en función del sacrificio 
del sector laboral, de los micro y pequeño empre
sarios y de los ingresos actuales (y potenciales) 
que el Estado obtiene de la operación de sus em
presas. 

La política laboral contiene propuestas que 
también apuntan a sacrificar aun más al sector la
boral, pues persiguen una mayor flexibilidad para 
contratar trabajadores y una mayor discrecionali
dad a la hora de fijar los salarios (definición de 
jornadas laborales, en base a horas semanales y no 
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diarias, perm1t1r contratos por tarea, revisar nor
mas de salarios mínimos de jornada parcial). Este 
tipo de medidas sugiere que podríamos enfrentarnos 
a mayores tasas de subempleo (que actualmente 
rondan cerca del 30 por ciento), pues una conse
cuencia inmediata sería la reducción del número de 
horas semanales laboradas (y de los salarios 
percibidos) por los trabajadores, lo cual, a todas 
luces, sólo beneficia a los empresarios. 

En relación con la política financiera y crediti
cia, lo fundamental es incrementar el acceso al 
crédito, a través de políticas que reduzcan "el cos
to del dinero y el costo de intennediación para el 
logro de tasas de interés competitivas", que incen
tiven el ahorro y que mantengan un sistema con 
"instituciones financieras sanas, solventes y com
petitivas". Además, se propone evitar "la politiza
ción de la formulación de las políticas cambia
rías", aunque sin plantear en concreto cuál sería su 
propuesta de política cambiaría. Esto supone que 
el Estado fortalezca sus mecanismos de control de 
las instituciones financieras para evitar caer en si
tuaciones como la actual, y sobre todo para poner 
al sector financiero en función de los otros secto
res económicos y no solamente en función de su 
propio beneficio como ha ocurrido hasta ahora. 

Las propuestas de política comercial parten de 
una convicción que no aparece tan clara en el aná
lisis de contexto de la propuesta, pues en esta sec
ción se establece que "A pesar de la reforma eco
nómica iniciada a partir del inicio de la década de 
los noventa se pla(n)teó como eje estratégico au
mentar y diversificar las exportaciones, diez años 
después los resultados son limitados". De allí que 
el principal objetivo de la política comercial sea la 
consolidación de un sector exportador fuerte, a tra
vés de la creación de mecanismos de apoyo, la 
promoción de la integración centroamericana y la 
negociación de tratados comerciales con Estados 
Unidos, Canadá, Panamá y la Unión Europea. Lo 
anterior implica, al igual que en el caso de la polí
tica financiera y crediticia, un fortalecimiento de 
las funciones del Estado en las áreas de negocia
ción comercial y apoyo técnico que, inclusive, a 
juicio de la ANEP, supondrían crear un "Consejo 
de Comercio Exterior e Integración Económica". 
Llama la atención, empero, que aunque se consi
dera que dentro de los elementos a los cuales se 
atribuye el insuficiente crecimiento de las exporta
ciones se encuentra la apreciación cambiaría, ésta 
no es tratada en las propuestas específicas de la 
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política comercial. Como ya se señaló arriba, ni 
siquiera en la política financiera y crediticia se en
cuentra definida la posición de la ANEP en rela
ción con el tipo de cambio. 

Las políticas expresadas en el área de desarro
llo (o políticas sectoriales) van dirigidas a cinco 
diferentes sectores: construcción, agropecuario, in
dustrial, pequeña y mediana empresa, y turismo. 
Prácticamente en todos los casos habría que desta
car dos aspectos reivindicativos, a saber: primero, 
el evidente afán de reactivar sectores económicos 
en base a medidas proteccionistas o asistencialis
tas (como en el caso de la agricultura y la cons
trucción); y segundo, la permanente demanda de 
una reducción del Estado para dar entrada a la em
presa privada en nuevas actividades lucrativas. 
Las propuestas de rescate financiero de las empre
sas altamente endeudadas, el aumento de arancel a 
los productos agropecuarios, la subvención en la 
compra de viviendas ( que puede verse como asis
tencialismo en dos vías: hacia los constructores y 
hacia las familias demandantes), la contratación y 
subvención de obras públicas, son ejemplos de 
medidas proteccionistas. Estas medidas pretenden 
crear las condiciones para inducir el crecimiento 
de sectores que han venido experimentando una 
fuerte contracción en los últimos años, como la 
agricultura y la construcción, aunque también in
cluyen propuestas muy concretas sobre la asisten
cia a la micro y pequeña empresa (leyes, banco de 
fomento), lo cual resulta rescatable, pues favorece 
a sectores de bajos ingresos y, muy en especial, al 
sector informal de la economía. Se incluyen tam
bién medidas que persiguen la reactivación del 
agro y de la industria a través de mayores egresos 
fiscales para estimular su actividad ( establecimien
to de fondos para la reconversión industrial y para 
la creación de una banca de desarrollo rural) o 
bien, a través de mayores cuotas de sacrificio fis
cal (incentivos tributarios para la inversión en la 
industria). 

Lo anterior evidencia que para la ANEP, el 
concepto de libre mercado y de no intervención 
del Estado en asuntos económicos se maneja se
gún su conveniencia: es recomendable cuando le 
favorece, pero es aberrante cuando le desfavorece. 
Además, las políticas sectoriales revelan de nueva 
cuenta el interés de la empresa privada por 
incursionar en actividades hasta ahora ejecutadas 
mayoritariamente por el Estado ( como la construc
ción y el mantenimiento de las obras públicas). En 

esta línea se encuentran también la concesión de 
servicios públicos, contenidas en las políticas fis
cal y de gestión pública, ya citadas antes. Como 
eje transversal de las políticas sectoriales se en
cuentran las propuestas tendientes a reducir las ta
sas de interés e incrementar el crédito para las em
presas contenidas en las propuestas de política 
crediticia y financiera, lo cual implica un cambio 
en la forma de operación de la banca comercial. 

La propuesta de la ANEP y la sostenibilidad 
social 

Si aceptamos que el futuro de las empresas de
pende no solamente de la rentabilidad y de la 
ecoeficiencia, sino también de la solidaridad o 
sostenibilidad social, resulta que la propuesta de 
ANEP aún requiere de la incorporación de ele
mentos que le den mayor viabilidad. En primer 
lugar, la propuesta de flexibilización del mercado 
laboral supone un retroceso en las reivindicaciones 
laborales, obtenidas tras décadas de lucha y nego
ciación. La posibilidad de contratar trabajadores 
sin mayores responsabilidades patronales que pre
tende la ANEP, ciertamente, apunta en sentido 
opuesto a la solidaridad o sostenibilidad social, al 
igual que la pretensión de incrementar la edad de 
jubilación y cobrar el impuesto al valor agregado 
al sector informal (a través de la introducción del 
régimen simplificado). 

Por otra parte, el sector empresarial aglutinado 
en ANEP, pretende que la reactivación económica 
se realice a partir de incrementos en el gasto pú
blico y sacrificios fiscales --como lo reflejan las 
propuestas de las áreas de desarrollo--, sin que 
ello suponga que el sector empresarial deba reali
zar mayor sacrificio de su parte. De hecho, resulta 
claro que para el sector empresarial lo fundamen
tal es reducir la carga fiscal, incrementar los ingre
sos y reducir los costos, a través de medidas que 
afectan a los trabajadores. 

Aunque no puede negarse que en la propuesta 
se encuentran elementos que apuntan hacia una 
mayor atención a la salud y la educación, tampoco 
puede dejar de señalarse que la ANEP en ningún 
momento se compromete a aportar, aunque sea 
una parte, los recursos adicionales que se requie
ren para hacerlo. Evidentemente, la pretensión de 
elevar el gasto en educación y salud requiere -si 
es que no se desea profundizar el déficit fiscal
de un sustancial incremento en los ingresos fisca
les, que la ANEP ni de cerca pretende aportar. 
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La propuesta de la ANEP tiene una visión cla
ramente definida a favor de la clase empresarial, 
lo cual, aunque legítimo, no debe hacer perder de 
vista que se pretende beneficiar principalmente a 
aquellos sectores que ya se favorecieron amplia
mente de los beneficios del crecimiento (grandes 
banqueros, grandes industriales, cafetaleros, cañe
ros, grandes comerciantes, etc.) y que ahora se 
sienten afectados por la reducción de las tasas de 
crecimiento, de sus ingresos y de sus ganancias. 
Es difícil pensar que dentro de esta propuesta exis
ta un interés genuino por favorecer a los trabaja
dores, especialmente considerando que castiga a 
los sectores asalariados para favorecer a los em
presariales. 

La propuesta de la ANEP es una propuesta 
para el sector empresarial, originada en el mismo 
sector empresarial, por tanto, no podemos pedirle 
"peras al olmo", es decir, no podemos esperar que 
de esta propuesta surjan medidas que apunten ha-
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cia el beneficio de· los sectores trabajadores, por 
más declaraciones de buenas intenciones que pue
dan encontrarse en sus principios. La solución de 
los problemas económicos de El Salvador pasa, 
necesariamente, por el consenso de un conjunto de 
políticas económicas que tomen en cuenta tanto 
los intereses de los empresarios como los de los 
trabajadores, lo cual le imprimiría un carácter de 
proyecto de nación y no solamente de proyecto 
empresarial. Así, una de las principales tareas de 
las autoridades económicas del país es retomar las 
distintas propuestas de política económica para 
formular una nueva estrategia de desarrollo, que 
incluya tanto a empresarios como a trabajadores, 
de lo contrario, continuaremos enfrentando las ya 
tradicionales condiciones de insostenibilidad so
cial y ecológica que han caracterizado nuestra his
toria reciente. 

Luis Ernesto Romano 
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